CAPÍTULO II
MARCO TEÓRICO
Antecedentes

En relación con las investigaciones que pueden servir como antecedentes, se puede decir que no se ha encontrado trabajo alguno en relación con el Instituto Nacional de Capacitación y Estudios Socialistas (INCES), en la ciudad de Mérida situación que le suma mayor importancia a esta investigación,  por ser la primera que servirá de antecedente para las nuevas investigaciones a realizarse.

No obstante, si existe una sustentación como aporte  realizado por González P.,(2001) en su trabajo especial de grado titulado “ La base imponible en los tributos parafiscales, análisis de las contribuciones al INCE”, quien expresa en sus conclusiones: “El Estado ha delegado en determinados entes parafiscales, la satisfacción de ciertas necesidades públicas por lo que estos entes ameritan para su sostenimiento recursos, y estos pueden ser exigidos a los particulares mediante exacciones fiscales denominadas  contribuciones especiales. ” (p.84).
En consecuencia de ello el INCES, surge como un instituto autónomo que requiere para su funcionamiento de determinadas aportaciones denominadas “Contribuciones especiales”, cuyo tratamiento legal, como especie tributaria, está regido por la normativa tributaria vigente en el país. 
Descripción de la institución
En relación con la estructura organizacional del INCES-Mérida, esta se conforma de la manera siguiente:















Gráfico 1. Estructura organizacional del INCES. Fuente: INCES (2010).


















Gráfico 2. Estructura división de formación del INCES. Fuente: INCES (2010).
Bases teóricas

Sainz de Bujanda, citado por Moya (2006), refiere que el sistema tributario venezolano interviene en la captación de ingresos públicos que corresponden a la satisfacción de los fines del Estado, regulado por leyes especiales y bajo la coordinación de un órgano rector.
Las entradas de dinero serian las transferencias coactivas o voluntarias a favor de los organismos, establecidos según la ley a esto le denominamos ingresos y que trae consigo transferencias monetarias de signo inverso constituido por los gastos públicos.

De acuerdo con Ramírez (2004), Los ingresos públicos son los recursos que obtiene el Esta​do en forma coactiva (tributos) o voluntaria a través de donaciones y legados desde la economía de los particulares y del uso de sus bienes para satisfacer las necesidades colectivas. 
 
Valdés Costa, citado por Ramírez (2004), ex​presa que los ingresos públicos desde el punto de vista general son las entradas de dinero a la tesorería del Estado para el cumplimiento de sus fines, cualquiera que sea su naturaleza econó​mica o jurídica. 

Los tributos le proporcionan al Estado los medios que necesita para hacer frente a los gastos, a través de la relación jurídico tributaria que se expresa en las obligaciones de dar (pagar el tributo), y de hacer (declarar la renta o el tributo), que se encuentra basada en el poder de imposición del Estado.  

Ramírez (2004), bien señala: 
El Estado venezolano es el que tiene la facultad de crear tributos, que serán exigidos a las personas sometidas a su competencia tributaria espacial; rentas y patrimonios cuyo destino es el de cubrir las erogaciones que implican el cumplimiento de su finalidad de atender las necesidades públicas. (p.28).
Como consecuencia del tributo se crea un vínculo entre el Estado venezolano en las distintas expresiones  y el sujeto de derecho que queda sometido a la potestad tributaria  que se le atribuye al Estado y que se encuentra consagrada en la Constitución de la Republica Bolivariana de Venezuela de 1.999.

De acuerdo con Villegas (1998), un sistema tributario lo constituyen el conjunto de tributos que en determinada época se encuentran vigentes, los cuales conforman el sistema de recaudación tributaria que presentan una serie de delimitaciones como lo son la espacial y la temporal, la primera consiste en un país determinado que siempre presentara sus diferencias con otros países y sistemas que se diversificaran en aspectos como la forma de distribución de los ingresos, gastos y de su sistema económico en general. 
La segunda delimitación es de acuerdo al tiempo en que se encuentran vigentes los tributos ya que este es un sistema dinámico que se adapta de acuerdo a la época y los acontecimientos económicos sociales y políticos de determinado país.  

Principios constitucionales tributarios
 De acuerdo con Borges (2006), nuestra constitución establece las normas que dan el marco dentro del cual debe desarrollarse  la actividad tributaria en la República Bolivariana de Venezuela, atendiendo a los principios democráticos que la inspiran y su interpretación debe hacerse de manera que estos principios funcionen en equilibrio entre las obligaciones y derechos de los ciudadanos, con las correlativas obligaciones del Estado y en cuanto al uso que debe dar a los recursos que este obtiene, así como sus deberes de ofrecer ciertas garantías a los ciudadanos y ciudadanas.
Los principios tributarios no se encuentran aislados ya que no puede haber tributación sino hay actividad económica y libre empresa fundamentado en los principios de justicia social, democracia, eficiencia, libre competencia, productividad, prosperidad y bienestar del pueblo contemplados de igual forma en la Constitución de la República de Venezuela.
En nuestro país entre estos principios podemos nombrar los principios de legalidad, justicia tributaria, generalidad, capacidad económica, igualdad, no confiscatoriedad, los cuales se explican a continuación: 
Principio de legalidad

Expresa Villegas (1998), que este principio significa que por medio de leyes se establecen los tributos y no puede haber tributo sin ley que lo establezca previamente.


Este principio es la garantía esencial de que todo tributo sea sancionado por una ley, ya que solo por ley puede imponérsele al pueblo el pago de impuestos u otras contribuciones y que solo por ley se podría quedar exento de pagarlos.

Principio de justicia tributaria

Según Ramírez (2004), el sistema tributario debe distribuir los gastos o cargas públicas que será soportado por el pueblo, de acuerdo con la capacidad económica. 
Este principio establece la justa distribución de las cargas públicas, de acuerdo con la capacidad económica de cada contribuyente para contribuir a la elevación del nivel de vida del pueblo.

Principio de la generalidad

De acuerdo con Moya (2006), este significa que impone la obligación jurídica general a todos los habitantes del país, sin embargo no excluye la posibilidad del establecimiento de exoneraciones y exenciones.

Este principio impone una obligación jurídica a todos lo habitantes del país, excluyéndolos de privilegios que puedan relevar esa condición y no excluye de la posibilidad de gozar de exenciones o exoneraciones.

Principio de  capacidad económica del contribuyente

Enuncia Villegas (1998), que los ciudadanos contribuyan a las erogaciones Estatales en una equitativa proporción a su aptitud económica, es decir su capacidad contributiva.


Este principio se fundamenta en la justicia social y la justicia tributaria de la población según la capacidad contributiva de cada ciudadano. 

Principio de igualdad

Expresa Ramírez (2004), que la ley misma debe dar un tratamiento igualitario en materias de cargas tributarias y tratamiento igualitario a los contribuyentes.
Este principio significa que la ley debe respetar las igualdades en materia de cargas tributarias y dar un tratamiento igual a los contribuyentes, esta igualdad se orienta a lo cuantitativo patrimonial para que aporte más quien más tiene o gane, este principio se identifica con el de capacidad contributiva en este sentido. 

Principio de progresividad

Señala Ramírez (2004), que este principio es una consecuencia de la capacidad económica de la población, es decir que a mayor capacidad económica correspondería proporcionalmente más contribución a las cargas públicas.


Este principio indica que la fijación del tributo sea en proporción a sus manifestaciones de capacidad contributiva.
Principio de no confiscatoriedad

Señala Villegas (1998), con este principio se asegura la inviolabilidad de la propiedad privada, se dice claramente que los tributos no son confiscatorios. 


Este principio consagra el derecho a la propiedad privada, asegura su uso y disposición prohibiendo la confiscación, es el derecho a la propiedad privada, asegura su inviolabilidad. 

Los tributos

Expresa Villegas (1998), "tributos son las prestaciones en dinero que el Estado exige en ejercicio de su poder de imperio, en virtud de una ley y para cubrir los gastos que le demanda el cumplimiento de sus fines” (p.67).

Según Ramírez (2004), “los tributos son prestaciones de dinero exigidos por el Estado en su poder de imperio, en virtud de una ley y para cubrir los gastos que le demandan el cumplimiento de sus fines” (p.57). Los tributos se clasifican en impuestos tasas y contribuciones especiales:
Impuestos

Define Villegas (1998), "el tributo exigido por el Estado a quienes se hallan en las situaciones consideradas por la ley como hechos imponibles."(p.72).

Son prestaciones en dinero que exige el Estado a las personas que según las leyes se hallen en las situaciones consideradas como hechos imponibles.

Tasas

Villegas (1998), considera que el hecho generador de la tasa está integrado por la actividad del Estado, inherente a su soberanía, hallándose esa actividad relacionada directamente con el contribuyente.   

El Estado en virtud de una ley obliga al pago por la realización de un servicio. Esta obligación esta vinculada jurídicamente a determinadas actividades del Estado y relacionadas directamente con el contribuyente.

Contribuciones

 Según Villegas (1998),  las contribuciones son beneficios derivados de la realización de gastos y obras públicas o de actividades especiales del Estado.

Las contribuciones especiales son una prestación de obligatorio cumplimiento que surge por la realización o mejora de obras públicas y la realización de acciones con un fin social.

Son el pago de obligatorio cumplimiento exigido por el Estado para cubrir gastos de interés común.

De acuerdo con Ramírez (2004), las contribuciones de mejoras surgen con ocasión de la realización de una obra que incremente el valor de los inmuebles de los particulares, y que obliga a los beneficiarios de las plusvalías generadas. Así como también surgen las contribuciones que persiguen un fin social conocidas igualmente como contribuciones parafiscales, realizadas a instituciones publicas como son los aportes del INCES, SSO, FAOV.
Parafiscalidad
El termino parafiscalidad se originó en un documento oficial francés del año 1946 que se de denominó “Inventario de la situación financiera”, que fue consignado por el ministro Robert Schuman y que se llamó “Inventario Schuman". La parafiscalidad se caracteriza por ser prestaciones pecuniarias que se realizan a favor de los entes públicos, que se configuran por su carácter coactivo como cualquier otro tributo fiscal.

La parafiscalidad tuvo sus antecedentes en Francia en el año 1946 cuando el ministro de hacienda francés Robert Schumman realiza un informe sobre las finanzas entre los años 1913 y 1946, en donde califica con el nombre de Parafiscales algunos ingresos cuyas características no eran comunes a las de los tributos existentes, según se cobraban a determinados sujetos, su finalidad era satisfacer las necesidades  de quienes contribuían, su origen en aquella época no era legal y no formaba parte del presupuesto nacional, el acreedor de las contribuciones no era el estado sino determinados organismos que además de recaudarlos eran responsables de cumplir con las finalidades económicas o sociales. 

Este informe elaborado por Schumman se basó en un trabajo relacionado con la Hacienda Pública por el profesor italiano Emmanuelle Morselli, quien determinó que el Estado contemporáneo al superar los fines políticos para el cual había sido creado empezó a enfocarse en nuevos fines económicos-sociales los que dieron origen a la parafiscalidad.  

Se le designa así a los descuentos previos realizados por los organismos públicos o semipúblicos de carácter económico, social y profesional que hacen de sus usuarios con el objeto de lograr su financiación, los impuestos parafiscales tienen el mismo carácter de obligatoriedad de los impuestos pero con la diferencia de que los primeros tienen un destino preciso de antemano.


La gran diferencia que los caracteriza es que estos recursos recaudados por este concepto solo serán utilizados en la forma dispuesta en la ley que los crea, sus recaudaciones no ingresan a las arcas comunes del Estado pero se identifican con los impuestos en su obligatoriedad.


Los mismos también se diferencian de las tasas ya que no constituyen una retribución por un servicio recibido por el Estado. 

De acuerdo con Villegas (1998), se califican de parafiscales las exacciones recabadas por ciertos entes públicos para asegurar su funcionamiento autónomo, entre los que se encuentran los centros de estudios, colegios profesionales, entre otros.

Maurice Duverger (Citado por moya 2006), define las contribuciones  calificándolas de parafiscales porque son las exacciones efectuadas por ciertos organismos públicos o semipúblicos sobre sus usuarios para asegurar su funcionamiento autónomo.


Para Moya (2006), tenemos las siguientes características de las contribuciones parafiscales:

1. Lo recaudado no se incluye dentro de los presupuestos nacionales o estadales o municipales. 
2. No los recauda la administración tributaria del Estado.

3. No ingresan al tesoro nacional sino directamente a los fondos de los entes recaudadores y administradores de los fondos.

4. El provecho es para un grupo delimitado profesional o social. 


Estas contribuciones conllevan una gran importancia por cuanto las funciones del Estado quedan desbordadas ante tal cúmulo que éste se ve obligado a delegar algunas de sus funciones, creando los organismos parafiscales, las contribuciones parafiscales se encuentran constituidas por los aportes que pagan los patronos y trabajadores que les otorgan beneficios sociales.

De los fines del INCES 

En el artículo 4 de la ley del INCES (2008), se establecen los fines del organismo, entre ellos tenemos:
Contribuir con la implantación de un modelo productivo basado en los valores humanísticos de cooperación de valores colectivos sobre los individuales, que garanticen la satisfacción de las necesidades del pueblo además de la mayor suma de felicidad y estabilidad política y social.

Suscitar la inclusión social y productiva de todas las personas especialmente de aquellas en situación de pobreza extrema y condiciones de especial vulnerabilidad o exclusión.

Fortalecer un sistema de educación formación y capacitación que contribuya con la generación de nuevas unidades económicas de propiedad colectiva, incentivando la construcción cooperativa de la economía, en las relaciones de producción y distribución de bienes y servicios.

Fortalecer la ética revolucionaria reconociendo el trabajo y la educación como proceso fundamentales del desarrollo, atendiendo a los principios de honestidad, trabajo voluntario, inclusión social, solidaridad, corresponsabilidad, transparencia y el bien común.
A través de la implantación de un sistema eficiente de educación y formación integral para el desarrollo para toda la población para así poder incorporarlos a las actividades productivas.
Reseña histórica
La formación profesional en América latina tenia la conciencia de la necesidad de elevar el nivel de calificación de su mano de obra ya que para esa época una ideología desarrollista predominaba política e intelectualmente, ya se hacían presente instituciones de formación profesional como el Servicio Nacional de Educación Industrial (SENAI) y el Servicio Nacional de Educación Industrial (SENAC) de Brasil, El Servicio Nacional de Aprendizaje de Colombia (SENA) y el INCE en Venezuela, cuya misión fundamental era llenar los vacíos de capital humano requeridos por el sistema económico.

El SENA de Colombia adopto proveniente de escuelas europeas y norteamericanas de educación vocacional aplicándolo primero en América Latina por Brasil a través del enfoque activo de aprender haciendo, analítico, mediante el acercamiento del sector educativo al mundo real de la producción y dinámico que se refería a la consulta permanente del mercado de trabajo.

Para el SENA sus funciones estaban definidas en el Decreto 164 del 6 de agosto de 1957 consistían en brindar formación profesional a los trabajadores, jóvenes y adultos de la industria, el comercio, la agricultura, la minería y la ganadería. Su fin era proporcionar instrucción técnica al empleado, formación acelerada para los adultos y ayudarles a los empleadores y trabajadores. Además, organizar y mantener la enseñanza teórica y práctica relacionada con diferentes oficios, realizar cursos complementarios de preparación, perfeccionamiento y adiestramiento para trabajadores técnicos; y contribuir con el desarrollo de investigaciones relacionadas con la organización científica, entre otros aspectos.

El SENAI fue creado el 22 de enero de 1942 por decreto 4048, para atender una necesidad apremiante; la formación de mano de obra para la base industrial incipiente, para promover la educación profesional y tecnológica la innovación y la transferencia de tecnologías industriales contribuyendo a elevar la competitividad de la industria brasileña, que pronto se convirtió en un punto de referencia para la innovación y la calidad en el ámbito de la formación que actúa como un modelo para la creación de instituciones similares en Venezuela, Chile, argentina y Perú.

El SENAC fue creado el 10 de enero de 1946, mediante decreto leyes 8621, para instalar y administrar las escuelas de enseñanza de brasil, con una metodología educativa para crear en los alumnos su inserción en el mercado laboral donde se establecía la educación a distancia por deferentes medios como la radio y la televisión.
Según el manual del empresario INCE (1991), con anterioridad a la creación del instituto, los oficios se aprendían a través del contacto con el maestro el cual tenía derecho a apropiarse de los bienes producidos por el alumno como pago de la enseñanza que le impartía. 

Ulloa (1992), en su texto relata que el INCE se crea en la década de los 60 en Venezuela y marca la diferencia y desarrollo entre las profesiones que estudian mediante el largo proceso y los oficios que se aprendían sin un ordenamiento determinado.

 
Es importante señalar que de acuerdo con lo encontrado en las memorias del INCE (2000), la Venezuela de esa época se caracterizaba por presentar un acelerado ritmo de expansión y desarrollo, necesitando urgentemente la capacitación de mano de obra; Este tributo del Instituto Nacional de Cooperación Educativa, fue creado obedeciendo a la necesidad que tiene el país de mano de obra capacitada, el 15 de abril de 1959 mediante un proyecto presentado ante la cámara del senado del congreso nacional y recibió el ejecútese el 22 de agosto de ese mismo año. 


En aquella época en la sesión del senado intervinieron para apoyarlo los senadores Arturo Uslar Pietri, Mauro Páez Pumar, Luis Beltrán Prieto Figueroa, Argimiro Bracamonte, Ismael Ordaz y Carlos Augusto León, a fin de dotar al país de una institución especializada encargada de suministrar los recursos humanos que el desarrollo de la industria, el comercio, los servicios y el agro estaban reclamando, fue concebido como un organismo para la enseñanza y proyección de los oficios promoviendo, organizando y desarrollando la formación profesional en coordinación con los empresarios y trabajadores.

De acuerdo con las memorias del INCE (2000), el Dr. Raúl Leoni explicaba la importancia del instituto como que no puede haber una racional explotación de los recursos ni aprovechamiento adecuado si el hombre que es el principal valor de un país no es objeto de una atención eficaz y no se encuentra suficientemente capacitado para intervenir en el proceso económico  para promover y utilizar sus recursos, por lo que defendía su idea de que no podría haber un desarrollo económico sin una adecuada educación incluyendo el sentido practico, igualmente el Dr. Arturo Uslar Pietri también en esa ocasión expuso que existe la gran necesidad de una educación para el trabajo no es suficiente para un país una educación libresca de nociones que no tienen aplicación practica, es necesario formar personas para darles sentido económico. 

Para 1984 en el cumplimiento de los 25 años del INCE, el Dr. Luís Beltrán Prieto Figueroa ya mostraba un gran interés en la realización de un censo que involucrara el total de las empresas obligadas a cotizar para determinar las razones por las que solo 22 mil de 172 mil realizaban sus cotizaciones al INCE y evidenciando a todos aquellos que se encontrasen insolventes ya que esto iba en detrimento de las funciones de esta institución.

De acuerdo con lo establecido en la ley del INCE (1970), se creó un organismo autónomo, con personalidad jurídica propia y patrimonio propio adscrito al Ministerio de Educación con la visión de ser el organismo rector de la formación profesional de la República de Venezuela expresada en el mejoramiento de la calidad de vida de los venezolanos.

Según el artículo 3 de la ley del INCE de fecha 08 de enero de 1970 el instituto tenia como finalidad promover y ejecutar la formación y capacitación profesional de la fuerza laboral del país contribuyendo a su especialización mediante programas y cursos, en los variados oficios y a distintos niveles:
1. Complementar el sistema de educación formal venezolano, para que la formación y capacitación impartidas por el instituto representen opciones válidas dentro de las alternativas educativas disponibles en el país.

2. Establecer con el Ministerio de Educación  un sistema de equivalencias que le permita a los egresados del instituto incorporarse a los programas de educación formal.

3. Impulsar la formación y capacitación de la población proveniente de sectores de escasos recursos, mediante programas de formación profesional acelerada dirigidos a personas desempleadas y subempleadas, a los fines de canalizar y emprender la posibilidad del autoempleo, incorporando esta población al proceso productivo del país.

4. Orientar el diseño de los programas de capacitación y entrenamiento de los trabajadores hacia el logro de las metas económicas y sociales del país.

5. Organizar, desarrollar y fomentar, con la cooperación de los patronos o empleadores y del resto de los sectores productivos del país el aprendizaje de los jóvenes trabajadores mediante el establecimiento y mantenimiento de escuelas o centros de capacitación y de programas de prácticas dentro de las empresas.


6. Contribuir con la capacitación agrícola de los egresados de escuelas rurales, con el objeto de formar agricultores aptos para una eficiente utilización de la tierra y de los otros recursos naturales. 
De acuerdo con el Catalogo de Cursos del INCE (2002), se organizaba en dos niveles de formación, que ejecuta a través de la implantación de programas especiales los cuales desarrolla en correspondencia con los planes de desarrollo nacional dirigidos a jóvenes y adultos para el ejercicio de una ocupación mediante el empleo o por cuenta propia:
1. Formación básica: Proceso de formación que permite a jóvenes y adultos la adquisición de los conocimientos teóricos prácticos para el desarrollo de actitudes, con el fin de desempeñarse de la vida profesional o laboral y para etapas posteriores de formación.

2. Perfeccionamiento: Se refiere al proceso de formación dirigido a trabajadores para mejorar, perfeccionar o desarrollar niveles de desempeño en una ocupación para su carrera profesional. 
Según boletín técnico publicado por el INCE en 1984 el Dr. Luis Beltran Prieto Figueroa expone que a los 25 años de la creación del INCE el 22 de agosto de 1984 es una organización social creada para mejorar la calidad del servicio de los trabajadores de las empresas industriales comerciales y agrícolas. Sin embargo ya se debía efectuar una revisión minuciosa realizando un censo de las empresas obligadas a colaborar en el funcionamiento de esta institución. Debido a que de 172 mil empresas solo 22 dos mil entregaban sus contribuciones al INCE de lo contrario seguirá marchando mangas por hombros en un estado de falecencia tal que la incapacitara para el cumplimiento de las altas funciones que fueron previstas por el congreso nacional en 1959.
En virtud de la participación y el socialismo abierto en el año 2003 de acuerdo con el decreto número 37.809 se busca reorganizar y adaptar el instituto a los intereses del país y proponiendo su nueva denominación como Instituto Nacional de Capacitación y Educación Socialistas (INCES). Requiriendo un cambio en su normativa legal con el nuevo Decreto con rango, valor y fuerza de ley del Instituto Nacional de Capacitación y Educación Socialista, según gaceta oficial número38.968 de fecha 08 de julio de 2008 en donde se modifican los fines y objeto de este instituto con el fin de poder crear la estructura que permita que la educación y capacitación llegue a toda la población venezolana que lo requiera y en especial a todos aquellos ciudadanos y ciudadanas que han sido excluidos de la educación en cualquiera de sus niveles. 
Se considera que debido al cambio jurídico, político, ideológico, social que está avanzando en nuestro país es necesario adaptarse para coadyuvar al surgimiento de nuevos espacios de autogestión del aprendizaje promovidos por la revolución bolivariana y beneficiar a todas las personas especialmente a las que no poseen instrucción profesional, adolescentes, pueblos y comunidades indígenas y con penas restrictivas de libertad. 
Igualmente se busca incorporar valores sociales de educación, cooperación, conciencia colectiva, tolerancia, honestidad, trabajo voluntario, inclusión social, solidaridad, corresponsabilidad, transparencia. Se agrega como parte de los contribuyentes las personas naturales y jurídicas, industriales o comerciales, de prestación de servicios o de asesorías profesionales que den ocupación a cinco (05) o mas trabajadores, porcentaje que será aplicado tanto al salario normal pagado a los trabajadores como también serán contribuyentes los empleados y obreros que trabajen para ellos. 
El INCES funcionará como ente adscrito al Ministerio del Poder Popular con competencia en materia de economía comunal el cual se encargará como órgano rector de coordinar, evaluar, hacer seguimiento, a las políticas de educación en coordinación con los ministerios en materia de educación.    
Bases legales

 La Constitución de la República Bolivariana de Venezuela (CRBV) en los artículos 133, 316 y 317, establece en primer lugar que toda persona tiene el deber de contribuir a los gastos públicos mediante el pago de impuestos, tasas y contribuciones que estén establecidos en las leyes.
El sistema tributario distribuirá de forma justa las cargas públicas según la capacidad económica de los contribuyentes, apoyándose en procedimientos eficientes de recaudación de los tributos que impliquen en la protección de la economía y la elevación del nivel de vida de los venezolanos y venezolanas, traducido en, salud, educación, trabajo, entre otros. 
Distribución ésta, que deberá ser de cuerdo con el principio de progresividad, es decir, que el que percibe más ingresos pagará más que el que perciba ingresos menores; así como también estos impuestos, tasas y contribuciones, deberán estar establecidos en las leyes o de lo contrario no podrán cobrarse, según el principio de legalidad también establecido en la carta magna.

Código Orgánico Tributario (COT), establece en su articulo 1 y 12 que son aplicables las disposiciones de este código a todos los tributos nacionales (impuestos tasas y contribuciones), de conformidad con la constitución y las leyes, en concordancia con el articulo 13 y 36, en cuanto ocurra el presupuesto de hecho que se establezca en la ley que es donde surge la obligación tributaria entre el Estado y el sujeto pasivo.
En los artículos 18 y 19 del COT se definen los sujetos activos como el ente público acreedor del tributo y los sujetos pasivos como el obligado al cumplimiento de la obligación tributaria luego de tipificado el hecho generador de la obligación tributaria.


En concordancia con nuestra carta magna el COT establece en el artículo 3 que sólo a las leyes corresponden regular con sujeción a las normas generales de las siguientes materias: 

Solo a las leyes corresponde regular con sujeción a las normas generales de este código las siguientes materias: 

1. Crear, modificar o suprimir tributos, definir el hecho imponible, fijar la alícuota del tributo, la base de su cálculo e indicar los sujetos pasivos del mismo. 

2 .Otorgar exenciones y rebajas de impuesto.

3. Autorizar al Poder Ejecutivo para conceder exoneraciones y otros beneficios o incentivos fiscales.

4. Las demás materias que les sean remitidas por este Código. 

Parágrafo Primero: Los Órganos Legislativos Nacional, estadales y municipales, al sancionar las leyes que establezcan exenciones, beneficios rebajas y demás incentivos fiscales o autoricen al Poder Ejecutivo para conceder exoneraciones, requerirán la previa opinión de la Administración Tributaria respectiva la cual evaluará el impacto económico y señalará las medidas necesarias para su efectivo control fiscal, asimismo, los órganos legislativos correspondientes requerirán las opiniones de las oficinas de asesoría, con las que cuenten. 

Parágrafo Segundo: En ningún caso se podrá delegar la definición y fijación de los elementos integradores del Tributo así como las demás materas señaladas como de reserva legal por este artículo, si perjuicio de las disposiciones contenidas en el parágrafo tercero de este artículo. No obstante cuando se trate de impuestos generales o específicos al consumo, a la producción, a las ventas, o al valor agregado así como cuando se trate de tasas o de contriciones especiales, la ley creadora del tributo correspondiente podrá autorizar para que anualmente en la ley de presupuesto se proceda a fijar la alícuota del impuesto entre el límite inferior y el máximo que en ella se establezca. 


La administración tributaria según el artículo 121 del COT tendrá las facultades, atribuciones y funciones establecidas en la ley en especial los siguientes:
1. Recaudar los tributos, intereses, sanciones y otros accesorios.

2. Ejecutar los procedimientos de verificación y de fiscalización y determinación para constatar el cumplimiento de las leyes y demás disposiciones de carácter tributario por parte de los sujetos pasivos del tributo. 
3. Liquidar los tributos, intereses, sanciones y otros accesorios, cuando fuere procedente. 
4. Asegurar el cumplimiento de las obligaciones tributarias solicitando de los órganos judiciales, las medidas cautelares, coactivas o de acción ejecutiva de acuerdo a lo previsto en este Código.

5. Adoptar las medidas administrativas de conformidad con las disposiciones contenidas en este Código.

6. Inscribir en los registros, de oficio o a solicitud de parte, a los sujetos que determinen las normas tributarias y actualizar dichos registros oficiosamente o a requerimiento del interesado.

7. Diseñar e implantar un registro único de identificación o de información que abarque todos los supuestos exigidos por las leyes especiales tributarias.

8. Establecer y desarrollar sistemas de información y de análisis estadístico, económico y tributario.

9. Proponer y aplicar y divulgar las normas en materia tributaria.


La administración tributaria de acuerdo con el artículo 127 del COT dispondrá de amplias facultades de fiscalización y determinación pudiendo especialmente:

1. Practicar fiscalizaciones las cuales se autorizarán a través de providencia administrativa. Estas fiscalizaciones podrán efectuarse de manera general sobre uno o varios períodos fiscales o de manera selectiva sobre uno o varios elementos de la base imponible. 

2. Realizar fiscalizaciones en sus propias oficinas, a través del control de las declaraciones presentadas por los contribuyentes y responsables, conforme al procedimiento previsto en este Código, tomando en consideración la información suministrada por proveedores o compradores, prestadores o receptores de servicios, y en general por cualquier tercero cuya actividad se relacione con la del contribuyente o responsable sujeto a fiscalización. 

El aporte al INCES, es un tributo parafiscal que por ley es de obligatorio cumplimiento tanto  por empleadores como por trabajadores, en el Artículo 145 del COT se establecen los deberes formales de los contribuyentes dentro del cual se destaca el siguiente: 

Inscribirse en los registros pertinentes, en donde aportarán los datos necesarios para el registro y comunicarán oportunamente las modificaciones; En este orden de ideas el artículo 41 del Código Orgánico Tributario (COT), expresa que:


 El pago debe efectuarse en el lugar y la forma que indique la ley o en su defecto la reglamentación. El pago deberá efectuarse en la misma fecha en que debe presentarse la correspondiente declaración, salvo que la ley o su reglamentación establezcan lo contrario. Los pagos realizados fuera de esta fecha, incluso los provenientes de ajustes o reparos, se considerarán extemporáneos y generarán los intereses moratorias previstos en el artículo 66 del COT. 
Por lo antes expuesto la inscripción debe realizarse ante la Unidad de Ingresos Tributarios INCES, donde se encuentre ubicado el domicilio tributario o el establecimiento del contribuyente. 

Dentro de las competencias del INCES establecidas en el decreto con rango, valor y fuerza de ley en su artículo número 8 se encuentra según el numeral 10 que este instituto debe recaudar y fiscalizar los tributos de acuerdo con establecido en la legislación impositiva vigente.  

Ley del INCES (2008), establece en el Artículo 14 que el instituto dispondrá para sufragar sus gastos con las aportaciones de los patronos y trabajadores de la siguiente manera:

1) Toda persona natural o jurídica así como formas asociativas de prestación de servicios que en su empresa se encuentre generando empleo para cinco (5) ó más trabajadores, está en la obligación de aportar al INCES una contribución por parte de los patrono equivalente a una alícuota del 2% del total del salario normal, pagado a los trabajadores que les presten servicios. 
2) Los trabajadores están obligados a tributar al INCE con un aporte equivalente al 1/2% de las utilidades anuales, aguinaldos pagadas por los patronos a los obreros y empleados cantidad que será retenida y depositada a la orden del INCES. 

3) Los patronos, están obligados a retener la referida contribución. 
          

En el Artículo 21 de la ley del INCES establece lo que se deberá entender como trimestre  y se deberá pagar dentro de los cinco (05) días hábiles siguientes de vencido cada trimestre, tomado como base el año calendario.
1er. Trimestre: Enero- Febrero- Marzo; se cancela los 5 primeros días de Abril.
2do. Trimestre: Abril- Mayo- Junio; se cancela los 5 primeros días de Julio.
3er.Trimestre: Julio- Agosto- Septiembre; 5 primeros días de Octubre.
4to. Trimestre: Octubre- Noviembre-Diciembre; 5 primeros días de Enero. 


En cuanto al cálculo y al salario que se toma como base para las contribuciones al INCES, se encuentra contemplado en la  Ley Orgánica del Trabajo (1997), en su articulo 15 que estarán sujetas a sus disposiciones todas las empresas, establecimientos, explotaciones y faenas, sean  públicas o privadas, existentes o que en el futuro se establezcan en el territorio nacional, y toda prestación de servicios personales donde existan patronos y trabajadores, sea cual fuere la forma que adopten.
Por lo tanto en el artículo 133 parágrafo cuarto, establece que para los efectos del pago de contribuciones que deben hacer los patronos y los trabajadores, el salario base para el cálculo será el salario normal correspondiente al mes anterior en que se cause el pago.
Entendiendo como salario normal de acuerdo con parágrafo segundo de este mismo artículo la remuneración que devenga un trabajador de forma regular y permanente en donde por lo tanto quedan excluidos las remuneraciones de carácter accidental y las consideradas por ley  que no tienen ese carácter salarial. 
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